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En relación a las observaciones formuladas por el ciudadano Fiscal General de 
la República al proyecto de Ley Aprobatoria del Tratado que crea el Tribunal de 
Justicia del Acuerdo de Cartagena, hemos creído conveniente expresar a la Cámara 
que usted preside los motivos jurídicos que llevaron al Ejecutivo Nacional a proponer 
al Congreso de la República la aprobación del referido tratado. 

I 

La Constitución de 1961 ha sido el único texto fundamental venezolano en 
prever la integración económica latinoamericana. Esa previsión fue producto de las 
circunstancias que en la década <.le los años 60 vivió Venezuela. En febrero de 1960 
se suscribe el Tratado de Montevideo que dio nacimiento a una zona de libre co­
mercio denominada Asociación Latinoamericana de Libre Comercio (ALALC), a la 
cual Venezuela no adhirió, entre otras razones, por motivaciones constitucionales 
similares a las que hoy se esgrimen contra- el Tratado que creó el Tribunal de Justicia 
del Acuerdo de Cartagena. 

El constituyente de 1961, para permitir la incorporación constitucional al pro­
ceso de integración económica que se iniciaba en América Latina, dispuso que "La 
República favorecerá la integración económica latinoamericana. A este fin se pro­
curará coordinar recursos y esfuerzos para fomentar el desarrollo económico y 
aumentar el bienestar y seguridad comunes" (art. 108 de la Constitución). Braulio 
Jatar Dotti, en su obra Venezuela en la ALALC, al comentar este artículo, expresa 
que "nunca será prolijo recordar que la vigente Constitución venezolana, en su ar· 
tículo 108, establece -como quizá pocas constituciones continentales lo hagan­
que para "favorecer la integración latinoamericana, se procurarán y coordinarán re­
cursos y esfuerzos . .. ", en una sabia y ponderada expresión del máximo instrumento 
legislador que debería dar una definida orientación al tema y colocarle con argu­
mentos claramente desdoblados frente a quienes en defensa de intereses transitorios 
parecen dificultar nuestro futuro respecto al Continente" ( púg. 43). 

Conscientes de esta realidad, los redactores de la Constitución de 1961, en base 
a la ponencia presentada por el Senador Ramón Escobar Salom y con las modifica­
ciones de los· diputados Rafael Caldera y Gonzalo Barrios, aprobaron el artículo 108 
de la Constitución (Véase Acta NQ 164 en la Constitución de 1961, en Actas de la 
Comisión Redactora del Proyecto, Tomo I, Vol. I, p,ígs. 132-133). 

* Texto de la comunicación NI? 61 de fecha 13 de marzo de 1981 dirigida por el Dr. José 
Guillermo Andueza, Ministro de Justicia, al Presidente de la Cámara de Diputados. 
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Fue el Presidente Raúl Leoni quien tomó la decisión de adherir a Venezuela 
a la ALALC, no obstante la oposición de los organismos económicos del país. En 
su mensaje dirigido a estos sectores económicos expuso, categórico, ''la decisión de 
Venezuela de adherirse en los próximos meses a fa ALALC" (Véase Jatar Dotti, 
ob. cit., pág. 44). 

En base a esta normativa y antecedentes, el Dr. José Guillermo Andueza, re­
presentante de Venezuela en la Mesa Redonda sobre la Integración de América 
Latina y la cuestión constitucional, celebrada en la Universidad Nacional de Co­
lombia, Bogotá, los días 6, 7 y 8 de febrero de 1967, sostuvo que el derecho cons­
titucional venezolano propiciaba la integración económica latinoamericana y que sus 
disposiciones lejos de oponerse a un proceso de integración más bien lo facilitaban. 

El Dr. Gonzalo Pércz Luciani, en el trabajo presentado sobre "Tratado com­
plementario del Acuerdo de Cartagena sobre creación del Tribunal del Acuerdo de 
Cartagena", sostiene: ·• ... ni el Tratado de Montevideo, ni el ·Acuerdo de Cartagena, 
ni el Proyecto del Tratado complementario del Acuerdo de Cartagena, pueden con­
siderarse violatorios de normas constitucionales venezolanas, así como tampoco cree­
mos que sean violatorias o excedan los límites de las constituciones de los demás 
países firmantes de tales convenciones internacionales" (véase Doctrina de la Procu­
raduría General de la Rep,íblica, año 1974, pág. 41). 

Con las constituciones mexicana de 1917 y de Weimar de 1919 se inicia en el 
derecho constitucional la etapa de las constituciones programáticas. El constituyente 
siente la necesidad de expresar en el texto fundamental los principios esenciales del 
programa de gobierno y de las orientaciones que deben regir la actividad del Estado, 
a fin de darle mayor estabilidad y evitar así los cambios que, por razones coyuntu­
rales, puedan producirse en los fines concretos del Estado. Como lo señala el trata­
dista Manuel García Pclayo: "El sentido pleno de la constitución y de cada uno de 
sus preceptos sólo se adquiere cuando se conexiona con los motivos políticos direc­
tivos o con las decisiones políticas fundamentales a las que sirven mediata o inme­
diatamente dichos preceptos. Tales decisiones o pensamientos directivos pueden tener 
una manifestación expresa en un preámbulo o en unas declaraciones de principios; 
pueden encontrarse aludidas en el artículo o incluso carecer de toda formulación 
precisa o suscrita . . . Pero el modo de expresión es indiferente; lo importante es 
que todas las competencias y atribuciones tienen sentido con referencia a estos mo­
tivos y decisiones, pues, como dice C. Schmitt, aludiendo al preámbulo de la cons­
titución de Weimar, "son más que leyes y normaciones ... forman el supuesto básico 
para todas las ulteriores normaciones, incluso para las leyes constitucionales. . . Por 
consiguiente, y puesto que dan sentido a las normas jurídicas hay que considerarlas 
como parte integrante y esencial del orden jurídico constitucional" (Véase Derecho 
Constitucional Comparado, Revista de Occidente, Madrid 1951, págs. 101-102). 

Pues bien, estos motivos políticos directivos o estas orientaciones programáticas 
vinculan a los órganos del Estado en la actividad que la Constitución les señala. 
La actividad legislativa, como función de decisión política, está obligada no sola­
mente a respetar esos principios fundamentales del orden constitucional sino que 
debe actuar y producir actos para que los propósitos constitucionales se conviertan 
en realidad. No actuar en el sentido constitucional o abstenerse de actuar sería una 
conducta inconstitucional. Pedir, por ejemplo, que el Congreso no apruebe el Tratado 
que crea el Tribunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena es simplemente pedirle 
que deje de cumplir con uno de los motivos políticos directivos del Estado venezolano 
como es el de la integración económica latinoamericana. 

Por otra parte, '·en el derecho constitucional -como lo señala García Pclayo­
hay una serie de actividades cuyo contenido no puede ser fijado de una manera 
precisa, pues radica en la esencia misma del Estado por su carácter de individualidad 
histórica, que la situación plantee la nece~idad de normas generales o de medidas 
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individuales, cuyo contenido no puede ser previamente fijado" (ob. cit., pág. 103). 
Corresponderá, por tanto, a los órganos constituidos del Estado, mediante la ley, 
decretos leyes, actos de gobierno, actos administrativos y sentencias, precisar y desa­
rrollar los principios constitucionales. En consecuencia, en el derecho constitucional 
se pueden distinguir dos tipos de normas, las programáticas y las coactivas. Pero la 
circunstancia de que el derecho constitucional tenga normas jurídicas programáticas 
no significa que carezcan de efectividad. Es imperativo para los órganos del Estado 
el cumplimiento del programa o de los principios. En el caso de las· normas progra­
máticas, la única discrecionalidad que puede admitirse es la de la oportunidad polí­
tica para realizar el programa. Pero no puede admitirse que un órgano del Estado 
puede actuar en sentido opuesto a las directrices constitucionales. 

El artículo 108 de la Constitución indudablemente que es una norma programá­
tica. Pero de este carácter no puede deducirse que el Congreso tenga que abstenerse 
de aprobar un tratado que forma parte del proceso de integración alegando que la 
norma que ordena que la República favorezca la integración económica latinoameri­
cana tiene naturaleza programática. El artículo 108 ciertamente dejó en manos del 
Presidente de la República, como jefe de Estado, y del Congreso el determinar los 
medios, fórmulas y procedimientos para alcanzar esa meta integracionista. 

En consecuencia, el Congreso tiene un mandato constitucional de favorecer la 
integración económica latinoamericana. El acto de aprobación del tratado, lejos de 
constituir un acto inconstitucional es una actuación orientada a cumplir con uno de 
los motivos políticos directivos del Estado venezolano. 

Además, el constituyente de 1961 estaba consciente que cualquiera que fuere el 
proceso de integración que se adoptara, el organismo internacional que se creara 
tendría un carácter supranacional o intergubernamental, lo que implicaba limitacio­
nes importantes a lo que en la doctrina decimonónica se consideró la soberanía 
exterior. 

II 

El Acuerdo de Cartagena es el resultado de una larga negociac,on cumplida 
entre agosto de 1966 y mayo de 1969, que culminó en un conjunto de compromisos 
tendientes a promover una estrategia de desarrollo integrado a través de la coordina­
ción de políticas económicas, industriales y agropecuarias entre los países signatarios. 

Venezuela, luego de su participación con carácter de invitado especial a las 
reuniones de la Comisión del Acuerdo de Cartagena, decidió adherirse, una vez 
lograda una participación equitativa cónsona con sus intereses económicos. El proceso 
de negociación culminó con la suscripción del Consenso de Lima el 13 de febrero 
de 1972. Posteriormente Venezuela aprobó el Acuerdo de Cartagena según Ley Apro­
batoria publicada en Gaceta Oficial Extraordinaria No 1.620, del 1 Q de noviembre 
de 1973. 

El Acuerdo de Cartagena, para alcanzar los fines y objetivos de la integración 
subregional, consideró necesario crear un' conjunto de órganos encargados de repre­
sentar tanto los intereses de naturaleza subregional como los de naturaleza guberna­
mental. Este sistema subregional "está diseñado sobre la base de otorgar una adecua­
da representación tanto a los intereses subregionales como a los intereses de naturaleza 
intergubernamental, representados respectivamente por la Junta y la Comisión, de 
donde la vocación comunitaria del sistema encuentra adecuado fundamento. Las re­
laciones recíprocas entre ambos órganos, establecidas de tal manera que ellas con­
verjan en la adopción de decisiones -sin perjuicio de su capacidad de decisión 
propia- revela una adecuada distribución de competencias y un equilibrio institu­
cional" (Instituto Interamericano de Estudios Jurídicos Internacionales, Mesa Re-
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donda sobre la problemática jurídica e institucional del Acuerdo Subregional Andino, 
Caracas, Universidad Central de Venezuela, mayo de 1970. Conclusiones). 

Los órganos principales creados por el Acuerdo de Cartagena son la Comisión 
y la Junta. La Comisión es el órgano máximo del Acuerdo. Está constituida por 
representantes plenipotenciarios de cada uno de los países miembros. Cada gobierno 
acredita un representante titular y un alterno. Corresponde al Ejecutivo Nacional, 
como conductor de las relaciones exteriores de la República, acreditar ante la Secre­
taría de la Junta del Acuerdo de Cartagena al representante del Gobierno de la 
República de V enezucla y al alterno. 

Los representantes ante la Comisión del Acuerdo de Cartagena actúan '' ... como 
representantes plenipotenciarios de los gobiernos. Están provistos de plenos poderes 
y actúan en virtud de las instrucciones de sus gobiernos. . . Al votar o prestar su 
consentimiento a las decisiones ejercen esos plenos poderes y obligan, por lo tanto, 
a los Estados que representan" (Informe de la Junta sobre el cumplimiento del 
Acuerdo y las decisiones de la Comisión, Doc. Com/XII/di 3, 14 de julio de 1973, 
pág. 2). 

La Comisión expresa su voluntad mediante Decisiones. La Decisión puede de­
finirse como aquel acto jurídico unilateral de carácter general y obligatorio, creador 
de derechos y obligaciones para los Estados Miembros y para los particulares, ema­
nado de la Comisión sobre materias específicas que le asigna el Acuerdo de Car­
tagena. 

La Decisión es wz acto jurídico unilateral en el sentido de que una vez aprobado 
por la Comisión el acto se reputa como emanado directamente de este órgano co­
munitario y no de los Estados .. Esta característica permite diferenciar la Decisión 
de los tratados internacionales que son actos bilaterales o multilaterales emanados 
de los propios Estados contratantes. 

La Decisión tiene carácter general en el sentido de que sus disposiciones se 
aplican a un conjunto de personas indeterminadas e indeterminables, según criterios 
objetivos. La Decisión tiene, pues, un carácter esencialmente normativo y, por tanto, 
está dirigida a una categoría de personas considerada en forma abstracta o en su 
conjunto. 

La Decisión tiene, además, efectos obligatorios. Esta característica amerita una 
explicación especial, pues los efectos obligatorios de una Decisión hay que analizarlos 
desde el punto de vista del derecho internacional y del derecho interno. Cuando un 
estado suscribe y ratifica un convenio internacional se compromete a cumplir, de 
buena fe, con lo pactado en sus cláusulas. El incumplimiento acarrea responsabilidad 
internacional para el estado qúe ha incumplido con lo pactado. El artículo 2 del 
Tratado que eren el Tribunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena define el momento 
en que 1; Decisión, como acto jurídico emanado de la Comisión del Acuerdo de 
Cartagena, obliga a los países miembros, como personas jurídicas de derecho inter­
nacional, desde la fecha en que es aprobada por la Comisión. El incumplimiento de 
una Decisión por parte de uno de los países miembros es una violación al Acuerdo 
de Cartagena que acarrea responsabilidad internacional. 

Distinta es la situación cuando los efectos obligatorios de una Decisión se es­
tudian desde el punto de vista del derecho interno. Los procesos de integración han 
dado nacimiento a un derecho nuevo, conocido con el nombre de derecho comuni­
tario, distinto al derecho internacional clásico. Lo más resaltante de este nuevo de­
recho es que él crea una organización internacional, con personalidad internacional 
propia, dotada de órganos propios que expresan la voluntad de la organización in­
ternacional. El tratado fundacional de esta organización prevé las formalidades para 
que los órganos comunitarios expresen su voluntad y determina su competencia. El 
tratado fundacional cauivalc a lo aue en el derecho interno se llama la Constitución 
del Estado. De todo e;to se deriva -y se comprende el porqué una Decisión no es un 
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acuerdo entre estados sino un acto unilaieral de un órgano comunitarió cómo es la 
Comisión del Acuerdo de Cartagena. 

La incorporación de los principios del derecho comunitario al derecho constitu­
cional de los estados ha, tropezado con algunas dificultades. Una de ellas es esa vieja 
concepción de la soberanía externa que hizo fracasar a la Sociedad de las Naciones 
y fue la fuente que alimentó el colonialismo, la política imperial y la guerra. Cons­
cientes de estos males, los estados que suscriben la Carta a las Naciones Unidas 
abandonan el concepto absoluto de la soberanía exterior y se adhieren al principio 
de la autodeterminación de los pueblos, más conforme a las necesidades y aspira­
ciones de las nuevas sociedades internacionales. Una forma de autodeterminación 
es la voluntad de un pueblo de abandonar el aislacionismo e incorporarse a un 
proceso de integración. Pero ese acto de determinación · para ser legal debe estar 
previsto y autorizado por la Constitución del Estado. Así lo ha hecho nuestro cons­
tituyente en el tantas veces citado artículo J 08, que contiene un mandato para los 
poderes públicos venezolanos de favorecer la integración económica latinoamericana. 

Si a este mandato constituyente añadimos lo dispuesto en el artículo 128 de la 
Constitución, se comprenderá cabalmente el derecho comunitario adoptado por Ve­
nezuela. Cuando se invoca el artículo 128 de la constitución es para alegar la primera 
parte de esta norma que dice: "Los tratados o convenios internacionales que celebre 
el Ejecutivo Nacional deberán ser aprobados mediante ley especial para que tengan 
validez". Se invoca, asimismo, la llamada reserva legal como si reserva legal fuese 
equivalente a leyes del Congreso cuando las fuentes legales, en nuestro derecho 
constitucional, pueden ser el Congreso y el Ejecutivo Nacional cuando está habili­
tado para ello por una norma constitucional. Si no fuera así, ¿cómo se puede ex­
plicar que el Presidente de la República derogue leyes sancionadas por el Congreso 
cuando el Jefe del Estado ejerce poderes extraordinarios en materia económica o 
financiera? 

Sin embargo, el artículo 128 contiene cuatro excepciones, que son más que 
la reserva legal, pues se trata de una verdadera reserva constitucional. De acuerdo 
con estas excepciones, el Ejecutivo Nacional puede suscribir y ratificar convenios 
internacionales sin necesidad de que medie una ley aprobatoria de las Cámaras 
Legislativas. Y cuando así actúa procede en ejercicio de expresas disposiciones cons­
titucionales. Pretender que el Ejecutivo N aciana! no puede ejecutar obligaciones 
derivadas de un tratado no es solamente alentar el desacato de una obligación inter­
nacional sino la violación flagrante de nuestra Carta Magna. 

El artículo 3 del Tratado que crea el Tribunal de Justicia del Acuerdo de 
Cartagena dispone que "Las Decisiones de la Comisión serán directamente aplica­
bles en los Países Miembros a partir de la fecha de su publicación en la Gaceta 
Oficial del Acuerdo, a menos que las mismas señalen una fecha posterior". Luego 
en el párrafo siguiente dice: "Cuando su texto así lo disponga, las Decisiones re­
querirán de incorporación al derecho interno, mediante acto expreso en el -cual se 
indicará la fecha de su entrada en vigor en cada País Miembro". Esta disposición 
del tratado lo que viene es a consagrar, en, forma expresa, el principio de la inme­
diatez federal, mejor conocido por el nombre anglosajón de sel/ executive, principio 
éste consagrado en el artículo 128 de nuestra Constitución. 

Las Decisiones de la Comisión, en principio, deben contener todos los elemen­
tos que permitan su completa ejecución. Pero una Decisión puede estar incompleta, 
ya sea porque deje de precisar ciertos supuestos normativos o porque omita ciertas 
modalidades para su aplicación. En estos casos los países miembros pueden dictar 
las disposiciones complementarias necesarias. Pero como lo dispone el último aparte 
del artículo 5 del Tratado, los países miembros se comprometen a "no adoptar ni 
empicar medida alguna que sea contraria a dichas normas o que de algún modo 
obstaculicen su aplicación". 
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Desde el momento en que una Decisión es directamente aplicable en los países 
miembros, ella se incorpora al derecho interno y debe aplicarse preferentemente a 
las normas legales nacionales. La Decisión engendra derechos y obligaciones para 
los nacionales de los países miembros, los que pueden invocarlos ante los jueces na­
cionales y ante las autoridades administrativas. 

Las Decisiones son, desde el punto de vista orgánico, actos emanados de la 
Comisión sobre materias específicas que le atribuye el Acuerdo de Cartagena. En 
este sentido se trata de un derecho comunitario derivado del Acuerdo de Cartagena. 
Debe destacarse que las facultades que tiene la Comisión son competencias de 
atribución porque ellas deben ejercerse "según los poderes atribuidos por el Trata­
do" en los casos previstos y en la forma indicada en el acuerdo internacional ( Pes­
catore. "Los Factores de Rigidez en Materia de Distribución de Competencia", Revista 
de Derecho de Integración, IMTAL NQ !, 1967). Estas competencias, por lo tanto, no 
corresponden a los órganos institucionales de los países miembros. 

El Acuerdo de Cartagena atribuye a la Comisión la facultad de formular la 
política general del Acuerdo y a adoptar las medidas que sean necesarias para el 
logro de sus objetivos. Es, en tal virtud, un órgano esencialmente político encargado 
de concertar la voluntad política de los países miembros. Las competencias que le 
son atribuidas son claras y explícitas y figuran a lo largo del texto del Acuerdo de 
Cartagena, particularmente en el Artículo 7. Como lo señala el doctor Francisco 
Villagrán Kramer, "estos órganos ejercen funciones legislativas (crean derecho se­
cundario dentro de los marcos del Tratado que tiene aplicación directa e inmediata 
en el ámbito interno de los Estados); cuasi legislativas cuando sus decisiones rc­
qÚieran de recepción expresa en el orden jurídico interno ( que no debe confundirse 
con la ratificación de un tratado) y administrativas en el sentido que aseguran la 
aplicación de la legislación común ... " (Villagrán Kramer, Francisco, Sistematiza­
ción de la Estructura Jurídica del Acuerdo de Cartagena, pág. 24). 

La Junta a su vez constituye el órgano técnico supranacional. Está integrada 
por tres miembros que actúan únicamente en conjunto. Sus miembros pueden ser 
nacionales de cualquier país latinoamericano, son responsables de sus actos ante la 
Comisión, actúan con sujeción a los intereses comunes, deben abstenerse de cual­
quier acción incompatible con el carácter de sus funciones y de aceptar instrucciones 
de gobierno, entidad nacional o internacional. Tiene igualmente establecidas sus 
competencias en forma clara y explícita en el texto del Acuerdo y particularmente 
en el Artículo 5, codificados en el Artículo 7 de la Decisión NQ 9 de la Comisión. 
Expresa su voluntad mediante Resoluciones y por unanimidad de sus miembros. 

Además de la Comisión y de la Junta, el Acuerdo tiene, como órgano principal, 
el Tribunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena, con la organización y competencia 
que se establecen en el Tratado actualmente sometido a la consideración de las Cá­
maras Legislativas. 

III 

El Fiscal General de la República objeta el proyecto de Ley Aprobatoria del 
Tratado que Crea el Tribunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena por estimar que 
el Congreso de la República, al aprobar el Acuerdo de Cartagena, dejó a salvo "la 
facultad que tiene el Congreso para aprobar mediante Ley aquellas decisiones de la 
Comisión del Acuerdo de Cartagena que modifiquen la legislación venezolana o sean 
materia de la competencia del Poder Legislativo". Asimismo afirma que para el caso 
de que se apruebe el proyecto de tratado "quedaría derogada o sin efecto la disposi-­
ción contenida en el Parágrafo Primero del Artículo Unico de la Ley Aprobatoria 
del Pacto Sub regional Andino". 
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La cuestión suscitada por el Fiscal General de la República amerita una consi­
deración especial, ya que, en opinión de destacados juristas venezolanos, el parágrafo 
primero del artículo único de la ley aprobatoria es inconstitucional. En efecto, la 
potestad normativa no es monopolio del Congreso. Ella es compartida, según la dis­
tribución constitucional de competencia, con el Ejecutivo Nacional. Tal es el caso de 
los poderes extraordinarios del Presidente de la República en materia económica o 
financiera, los poderes derivados de una suspensión o restricción de garantías y, en 
el caso que nos interesa, el poder de suscribir y ratificar tratados o acuerdos inter­
nacionales de carácter nomativo sin aprobación legislativa. 

A fin de ilustrar a los miembros de esa Cámara, nos permitimos transcribir la 
opinión del Magistrado de la Corte Suprema de Justicia, Dr. René de Sola, quien en 
un artículo sobre el ''Pacto Andino como Factor de Unificación y de Progreso del 
Derecho Mercantil Subregional", sostiene Jo siguiente: " ... La Constitución Venezo­
lana de 1961 se pronunció explícitamente por la integración latinoamericana. En con­
secuencia, el propio texto constitucional está dando su respaldo a la interpretación 
que conduzca y que favorezca la implantación de un régimen económico comunita­
rio entre los países de la región o de sus subregiones. 

"La cuestión de validez inmediata en el territorio de los Estados integrados de 
las decisiones de carácter legislativo de la Comisión creada por el Pacto Andino no 
podrán tener validez inmediata en los Estados integrantes de la comunidad, mientras 
aquéllos no le otorguen recepción expresa en su orden interno, mediante el procedi­
miento constitucional de su previa ratificación legislativa. 

"Un análisis detenido del texto constitucional debe llevar, sin embargo, a una 
conclusión absolutamente diferente. En efecto, las decisiones emanadas de la Comi­
sión carecen de los elementos necesarios para configurar un tratado o convenio in­
ternacional. 

''La existencia de la Comisión y su competencia para dictar normas jurídicas 
suponen la existencia previa de un convenio internacional. Ese convenio existe, es el 
Acuerdo de Cartagena y es indiscutible que para su validez tanto en el campo inter­
nacional como para el derecho interno de un Estado, era necesario cumplir -como 
efectivamente se cumplieron- todas las formalidades de la ratificación legislativa y 
de su posterior promulgación por el Ejecutivo Nacional. 

"Por esos actos, el Estado ratificó una manifestación de voluntad soberana en 
virtud de la cual convino en la creación de un órgano supranacional con competencia 
para dictar normas jurídicas en materias que son fundamentales para la consolidación 
del proceso de integración subregional. 

"Establecidas las condiciones de validez de las decisiones tomadas por el órgano 
supranacional, no pueden los propios Estados que lo crearon y le dieron competencia 
sustraerse a la fuerza obligatoria de esas normas. Habría que preguntarse, por esa 
misma razón, qué utilidad práctica tendría someter al proceso de ratificación legis­
lativa las decisiones dictadas por la Comisión cuando es sabido que no podrían ser 
en ningún caso rechazadas, porque ello constituiría un incumplimiento de los com­
promisos contraídos por el Estado en el orden internacional. 

"La propia Exposición de Motivos que precede al proyecto de Ley Aprobato­
ria ... , presentado por el Poder Ejecutivo a las Cámaras Legislativas de Venezuela, 
reconoce que "algunas Decisiones de la Comisión tienen carácter normativo y conte­
nido general, y que las mismas, al incorporarse al derecho interno de los países, cons­
tituyen normas de rango legal y son, por tanto, de obligatoria observancia por todos 
los ciudadanos y los órganos del Poder Público. -

"Se explica, sin embargo, que como Venezuela sólo adhirió al Acuerdo de Car­
tagena a los cuatro años de su suscripción por los demás países de la subrcgión, el 
Ejecutivo haya sido del criterio de presentar para su ratificación, conjuntamente con 
el convenio, todas las decisiones de carácter normativo dictadas por la Comisión hasta 
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el 13 de marzo de 1973, fecha en que quedó aprobada su incorporación al sistema 
comunitario. 

"Era conveniente y quizá hasta necesario que las Cámaras Legislativas, en la 
oportunidad en que se solicita la ratificación del Acuerdo, pudieran revisar todas las 
decisiones hasta entonces dictadas, a fin de que se juzgara en una forma más objetiva 
y profunda la naturaleza de los compromisos que iba a adquirir el país ... Las dispo­
siciones, como la que acabamos de citar, así como las intcrprctacioµes que se han 
dado por autoridades judiciales o administrativas de otros países de b subregión acerca 
de la validez y del alcance de las decisiones de la Comisión, podrían constituir un 
grave obstáculo para el proceso de integración y para la unificación del derecho 
subrcgional". (Fondo de Publicaciones del Instituto de Comercio Exterior, pág. 16, 
17 y 18). 

El profesor de Derecho Internacional Público de la Facultad de Ciencias Jurí­
dicas y Políticas, Dr. Fermín Toro, afirma lo siguiente: 

" ... el procedimiento de aprobación mediante ley especial de una norma jurídica 
de derecho internacional está limitado en nuestra Carta Magna a aquellas normas 
cuyas fuentes son los tratados internacionales. Por consiguiente, aplicar un proce­
dimiento constitucional a un supuesto distinto del que contempla la Carta Funda­
mental, no previsto por lo demás en su texto, constituye una irregularidad. Por otra 
parte, si V cnezuela ha consentido en delegar su soberanía legislativa en ciertas mate­
rias a una organización internacional como es el Acuerdo de Cartagena, la aproba­
ción mediante ley especial, del tratado internacional fundacional de la organización 
y delegatorio de las competencias de soberanía, conforme al artículo 128 de la Cons­
titución, involucra la aprobación implícita y la incorporación sin requisito ulterior 
alguno a nuestro Derecho Interno Estatal de toda norma o conjunto organizado de 
normas dictadas por el órgano competente de la organización dentro de los límites 
de la competencia legislativa que se ha atribuido. Por consiguiente, la Ley Aprobato­
ria de las Decisiones de la Comisión del Acuerdo de Cartagena, que modifiquen nues­
tra legislación o sean materia de la competencia del Organo Legislativo es innecesaria. 
A nuestro parecer dichas decisiones sólo requieren ser publicadas en la Gaceta O /icial 
para generar derechos y obligaciones respecto de los sujetos de derecho interno ... " 
(Manual de Derecho lllternacional, UCV, Caracas, 1975, págs. 53-54). 

El Dr. José Guillermo Andueza, profesor de Derecho Constitucional, señala al 
respecto: " ... Esta disposición (se refiere al parágrafo primero del artículo único) 
tiene todas las características de ser inconstitucional. En efecto, la Constitución re­
serva al Ejecutivo Nacional la potestad para celebrar y suscribir los acuerdos inter­
nacionales, pero sólo aquellos que no están expresamente excluidos deben recibir 
aprobación legislativa. . . Se trata de decisiones que tienen por objeto, poner en eje­
cución la normativa del pacto subregional andino. (Estudios sobre la Constitución, 
tomo lV, UCV, Caracas, 1979, pág. 2.047). · 

Con base en las opiniones antes transcritas podemos concluir en que, efectiva­
mente, el parágrafo primero de la Ley Aprobatoria del Acuerdo de Cartagena, es 
una norma inconstitucional, ya que el Congreso al aprobar esa ley le dio competen­
cia a los órganos subregionalcs para que expresaran su voluntad mediante Decisiones 
y Resoluciones, es decir, estos órganos fueron autorizados por el Congreso de la 
República para desarrollar o poner en ejecución el Acuerdo de Cartagcna. Además, 
las Decisiones, aun cuando no son tratados, pueden considerarse como la ejecución 
de obligaciones establecidas en el Acuerdo de Cartagena. 

El Fiscal General de la República señala igualmente que "El proyecto de Tra­
tado en consideración no contempla, en efecto, excepciones por lo que respecta al 
principio general de la obligatoriedad inmediata, para los Países Miembros, de las 
Decisiones de la Comisión". 
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Los artículos 2 y 3 del proyecto de Tratado contemplan la obligatoriedad de 
las decisiones a nivel internacional y su entrada en vigencia en el derecho interno. 
Las decisiones como actos jurídicos emanados de la Comisión obligan a los Países 
Miembros desde la fecha en que son aprobados por ella. Este artículo 2 lo que con­
sagra es el principio de derecho internacional de la cláusula pacta sum servanda. 
Esta cláusula la define nuestro máximo tribunal cuando dice: "En el cumplimiento 
de los tratados están comprometidos la buena fe, la responsabilidad y el honor de las 
altas partes contratadas y, por tanto, los Estados que lo han celebrado deben acatar­
los para ser fieles a los compromisos contraídos, salvo que sean atentatorios contra 
derechos esenciales del Estado como el derecho a su existencia o el derecho a desa­
rrollarse dentro del orden establecido en la comunidad de naciones, pues nadie está 
obligado a su propia destrucción". (Scnt. del 29 de abril de 1965, G.O. Ext. N° 958 
del 21 de mayo de 1965). 

La obligatoriedad de las Decisiones lo que significa es que al Estado remiso se 
le puede exigir responsabilidad internacional por su incumplimiento. Distinta es la 
situación en lo que respecta a la aplicación directa de las Decisiones, ya que este 
efecto comprende tanto a los Estados como a los particulares. 

El Tratado dispone en su artículo 3 que "Las Decisiones de In Comisión son 
directamente aplicables en los Países Miembros a partir de la fecha de su publicación 
en la Gaceta Oficial del Acuerdo". Este principio admite dos excepciones: 

1 . Cuando la propia Decisión indica una fecha posterior para su entrada en 
vigencia. 

2. Cuando el propio texto de la Decisión disponga que para entrar en vigencia 
se requiere cumplir con el proceso de incorporación establecido en el derecho interno 
de cada uno de los países miembros. En este caso en el acto de incorpélración cada 
país miembro debe indicar la fecha de entrada en vigencia de la Decisión. 

Por otra parte, las Decisiones de Ja Comisión del Acuerdo de Cart~_gcna deben 
considerarse como actos de ejecución de obligaciones preexistentes de la República, 
obligaciones· contraídas en el Acuerdo de Cartagena. 

En todo caso, debe dejarse a salvo la prudencia con que el Gobierno de V ene­
zuela orientará a su reoresentante en la Comisión cuando se trate de aprobar alguna 
Decisión que, por la especial importancia de la materia, deba ser 11evada a la consi­
deración del Congreso de la República. 

Recoge el articulado del proyecto de tratado que los países miembros deberán 
adoptar las medidas que sean necesarias para que las decisiones se cumplan. La ley 
venezolana aprobatoria del Acuerdo de Cartagcna facultó al Ejecutivo Nacional "para 
dictar los reglamentos nacionales que fuesen necesarios para la aplicación de las De­
cisiones de la Comisión que así lo requirieran" (parágrafo tercero del artículo único). 
Por lo tanto, no corresponde a los otros poderes públicos, concretamente al Congreso, 
adoptar las medidas necesarias para asegurar el cumplimiento del Acuerdo. Así lo 
entendió el Ejecutivo Nacional cuando dictó, en Consejo de Ministros, el Decreto 
N 9 62 de fecha 29 de abril de 1974 relativo al Reglamento de Regímenes Especiales 
a que se refiere el capítulo III de la Decisión 24 y el Decreto 746, de fecha 11 de 
febrero de 1975, que reglamenta todo lo relativo a los contratos de importación de 
tecnología. 

Entre las medidas que los países miembros se comprometen a no adoptar ni em­
plear, podemos señalar las siguientes: 

1 . A no alentar en sus respectivos territorios la elaboración de productos asig-
nados a otros Estados. En este sentido se obligan a no conceder ayudas estatales, 
créditos, beneficios arancelarios, tributarios o cambiarios de ninguna especie a otro 
u otros países miembros y a no adoptar medidas de cualquier naturaleza que desvir­
túen los propósitos perseguidos en los programas sectoriales de desarrollo industrial. 
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2. A no autorizar mvers,on directa en sus territorios, ni la celebración de con­
tratos sobre importación de tecnología para la elaboración de los productos que no 
les hubieren sido asignados. 

3. A no adoptar medidas que conduzcan a iniciar producciones que no les 
hayan sido asignadas y para esto se establece como fecha límite a tal compromiso. 
el 31 de diciembre de 1982, para los productos asignados a Colombia, Perú y Vene­
zuela, y el 31 de diciembre de 1987 para los productos asignados a Bolivia y Ecuador. 

4. Adoptar las medidas necesarias para evitar la acumulación de productos en 
la subregión por importación proveniente de terceros países en cantidad tal que pueda 
ocasionar perjuicio a ]a nueva producción. 

5. A no aplicar cláusulas de salvaguardia de ningún género a la importación 
de los productos objetos de los programas industriales. 

Con el fin de hacer cumplir los compromisos establecidos en los programas de 
desarrollo industrial, los países n1iembros deberán adoptar medidas que ascgvren el 
cumplimiento de los objetivos buscados. Venezuela está obligada internacionalmente 
a no alentar en su territorio la producción de productos que no le han sido asi~nados 
en alguno de los programas sectoriales de desarrollo industrial. Estas Decisiones, que 
han entrado en vigencia por Decreto del Ejecutivo, tienen fucrzu de ky y las autori­
dades administrativas están en la obligación d12 acatarlas. 

Por último. deseamos indicar las distintas formas adoptadas por Venezuela para 
incorporar las Decisiones a su derecho interno. 

Las Decisiones adoptadas en el seno de la Comisión antes de q,_,e Venezuela 
ingresara al Pacto Andino, fueron aprobadas por ley porque se consideró q11e era 
necesario incluir varias de esas Decisiones en la Ley Aprobatoria del Acuerdo de 
Cartagena en razón de que era necesario guc se conocieran todos los compromisos 
Que asumía Venezuela (Decisiones 24. 37, 37-A, 40. 46. 50. 56 y 70 de h Comisión). 
Las otras Decisiones se catalogaron como Dccisionies administrativas o cnasileg:i,Jati­
vas, las que fueron posteriormente puestas en vigencia por el Ejecutivo Nacional. 

Al agregarse el parágrafo primero del artículo ún;co a la Ley Anrobatoria del 
Acuerdo de Cartagena, el procedimiento a seguir en lo sucesivo se 0 ía someter al 
Congreso aquellas Decisiones que modificaran la legislación nacional. Eiemplo:· la 
Decisión 113 sobre Seguridad Social: la Decisión 119 sobre modificaciones a la De­
cisión 24, relativa al Régimen Común sobre inversiones extranjeras y ~ohrc marca,, 
patentes. 1iccncias y regalías. 

Las otras Decisiones fueron puestas en vigencia por Decreto del Eiecutivo Na­
cional. tales como la Decisión 91 sobre Programa Petroquímico, la Occisión relativa 
al Programa Metalmecánico: la Decisión relativa al Programa Automotriz. Estas últi­
mas Decisiones tienen carácter normativo, ya que inciden directamente sobre la acti­
vidad económica del país. Ellas contienen, entre otros, tres elementos muy importantes 
como son los programas de liberación, el arancel externo común v los plazos dentro 
de los c,ialcs se mantendrán los derechos y obligaciones que. emanen del programa 
en el caso de denuncia del Acuerdo. Estas Decisiones, repetimos, han sido puestas en 
vigencia por decreto del Ejecutivo Nacional y no por ley. 

IV 

El informe del Fiscal General de la República señala que "los efectos que dicho 
Tratado atribuye a las decisiones de la Comisión (obligatoriedad inmediata y aplica­
ción directa en los órdenes internos), harían de esta última un verdadero legislador 
supranacional con poder, incluso, para modificar el texto del Acuerdo. y ampliar, en 
consecuencia, sus propias competencias". 
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De acuerdo con la letra j) del artículo 7 del Acuerdo de Cartagena, la Comisión 
tiene competencia para proponer a los países miembros modificaciones a dicho Acuer­
do. Sin embargo, la práctica conocida hasta el momento, cada vez que ha sido modi­
ficado el Acuerdo, ha sido la siguiente: 

l . La Junta elabora un proyecto de tratado, protocolo, instrumento o acuerdo. 
2. Lo somete a consideración de la Comisión para su aprobación. Aprobada 

por ésta, se somete a los países miembros. 
3. Designados los plenipotenciarios por los países miembros, se negocia y fir­

ma el proyecto de tratado, si se estima conveniente. 
4. Una vez firmado el proyecto de tratado, se pasa a los países miembros para 

que se cumplan los procedimientos indicados por el derecho interno para l::i ratifi­
cación. 

5. Ratificado el tratado se le comunica a la Secretaría Ejecutiva de la ALALC. 
Las modificaciones que se le hicieron al Acuerdo de Cartagena y que se deno­

minan Instrumento Adicional para la Adhesión de Venezuela, Protocolo de Lima y 
Protocolo de Arequipa, han entrado en vigencia en Venezuela por leyes aprobatorias 
de fechas 01-11-73. 30-12-77. 20-09-78. 

No es cierto, pues, que la Comisión pueda modificar el Acuerdo de Cartagcna 
por procedimientos distintos a los consagrados en las normas constitucionales de los 
países miembros en lo referente a la aprobación, modificación y denuncia de los 
tratados internacionales. El Acuerdo de Cartagcna es un tratado cuya modificación 
requiere que se cumplan las formalidades previstas para la celebración de todo con­
venio internacional. 

Por otra !'arte, aun cuando la proposición para modificar el Acuerdo de Carta­
gena la tome la Comisión mediante una Decisión, este acto jurídico no es ni puede 
ser un acto obligatorio para los países miembros. No es el nombre que las partes le 
pongan a un negocio jurídico o que la ley le dé a una institución ]o que en definitiva 
define la figura jurídica. Una proposición de la Comisión no tiene ni puede tener 
efectos vinculantes para los países miembros. Estos países la reciben, la estudian, la 
aprueban o la niegan, según lo estimen conveniente. La "Decisión" que conten~a una 
proposición no será una Decisión en el sentido que se le ha dado en el tratado que 
se estudia sino una simple proposición. 

V 

Afirma el Fiscal General de la Reoública aue al Tribunal de Justicia del Acuer­
do de Cartagena le corresponde declarar la nulidad de las Decisiones de la Comisión 
y de las Resoluciones de ¡; Junta. De esta competencia el Jefe del Ministerio Público 
deduce que las normas contenidas en las Decisiones de la Comisión "escaparían, no 
sólo al control del Congreso, sino también al control jurisdiccional de inconstitucio­
nalidad que ejercen los tribunales nacionales, especialmente si tomamos en cuenta 
que, conforme a lo dispuesto en el artículo 1 7 de dicho Tratado, la nulidad de tales 
decisiones sólo procede por violación de las normas que conforman el ordenamiento 
jurídico del Acuerdo de Cartagena, o por desviación de poder". 

Esta argumentación olvida la diferencia entre el orden jurídico que tiene como 
fuente el Acuerdo de Cartagena y el orden jurídico que tiene como fuente alguno de 
los órganos constitucionales de Venezuela. El Tribunal del Acuerdo de Cartagena 
tiene como competencia velar porque se cumpla el ordenamiento jurídico comunita­
rio y, por tal razón, tiene entre sus atribuciones declarar la nulidad de aque11os actos 
emanados de la Comisión o de la Junta que sean contrarios al Acuerdo de Cartagena 
que es la norma suprema del pacto subr~giona] andino. ~ ' 
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Muy distinta es la competencia de los Tribunales nacionales en materia de con­
trol jurisdiccional de la constitucionalidad, pues estos tribunales sí tienen competen­
cia para examinar si un acto jurídico es o no contrario a la constitución. Pero en 
cambio esos tribunales nacionales no tienen competencia para declarar la nulidad de 
un acto comunitario contrario al Acuerdo de Cartagena, así como tampoco el Tri­
bunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena tiene atribuciones para examinar la cons­
titucionalidad de un acto comunitario. 

El Tratado sometido a la consideración de las Cámaras Legislativas es suma­
mente respetuoso del orden jurídico interno de cada estado-miembro. Los mecanis­
mos de control jurisdiccional cstab!ccidos en cada país miembro en nada resultan 
afectados. Si de acuerdo con el derecho interno los tribunales nacionales tienen com­
petencia para controlar la constitucionalidad de los actos de un órgano comunitario, 
esa competencia podrá ser ejercida. No obstante, debe recordarse la doctrina juris­
prudencia! asentada por la Corte Suprema ele Justicia en sentencia de 29 de abril de 
1965, que excluye del control objetivo de constitucionalidad a los tratados interna­
cionales. Dice nuestro máximo tribunal: ''Ningún Estado ostenta poder jurídico para 
hacer prevalecer el imperio ele sus propias leyes sobre las de otro, y como quiera 
que no existe un tercer poder o norma supra-estatal con autoridad incontestable sobre 
los miembros. de la comunidad internacional, es preciso concluir que los órganos ju­
ris.diccionales de los Estados vinculados por un tratado internacional no puede anu­
larlo total o parcialmente por sí y ante sí, unilateralmente, aduciendo razones de 
orden jurídico interno". No obstante que el Estado Venezolano "carece de poder jurí­
dico para anular jurisdiccionalmente por sí y ante sí con efectos erga onmes" un 
tratado internacional, los tribunales nacionales conservan d poder de desaplicar la 
norma inconstitucionat en el caso concreto sometido a su conocimiento (véase Gaceta 
Oficial de la República de Venezuela NQ 958 Extraordinaria de 21 de mayo de 1965). 

De acuerdo, pues, con esta doctrina jurisprudencia! los tribuna!cs venezolanos 
no pueden anular los actos comunitarios emanados de alguno de los órganos del 
Acuerdo de Cartagena, pero sí pueden dejar de aplicarlos en cada caso concreto si 
estiman que son contrarios á la Constitución venezolana. 

VI 

Se queja el Fiscal General de la República de que el Tratado que crea el Tribu­
nal de Justicia del Acuerdo de Cartagena ''no establezca "jerarquías entre las fuentes 
de ese ordenamiento". La ausencia de jerarquización de las fuentes tiene como conse­
cuencia para Venezuela -dice el Fiscal General de la República- que "las normas 
adoptadas por la Comisión" estarían por encima de las leyes internas, "incluidas las 
constituciona!cs". 

La supremacía del derecho internacional sobre el derecho interno está consagra­
da en la legislación venezolana por el artículo SQ del Código ele Procedimiento Civil. 
Dice este artículo: "En los casos de aplicación del Derecho Internacional Privado, 
los jueces atenderán primero a los tratados públicos de Venezuela con la Nación res­
pectiva, en cuanto al punto en cuestión; en defecto de tales tratados, aplicarán lo 
que sobre la materia dispongan las leyes de la República o lo que se desprenda de 
la mente de la legislación patria; y en último lugar se regirán por los principios de 
dicho Derecho aceptados generalmente"'. De acuerdo con este artículo, la jerarquía 
de las normas en el derecho venezolano es la siguiente: 19 los tratados internacio­
nales; 29 las leyes nacionales; 3Q los principios del derecho internacional aceptados 
generalmente. 

Nada de extraño tiene, pues, que los jueces venezolanos apliquen preferentemen­
te las normas del Acuerdo de Cartagcna y las Decisiones de la Comisión y las Reso-
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luciones de la Junta, dictados en ejecuc1on de la normativa comunitaria, cuando co­
nozcan de un litigio entre partes. 

VII 

El Fiscal General de la República observa que "la Comisión es un rSrgano inter­
gubcrnamental y sus competencias implican, transferir a la misma la función norma­
tiva que la Constitución atribuye a los representantes elegidos por el pueblo, a las 
C:ímaras Legislativas Nacionales". Si esta afirmación fuera cie,ta el vicio de incons­
titucionalidad lo tendría, no el Tratado que crea el Tribunal de Justicia del Acuerdo 
de Cartagena, sino el Acuerdo de Cartagena que es el instrumento internacional que 
creó la Comisión y le confirió potestades normativas. 

Tampoco es cierto que, de acuerdo con el derecho constitucional venezolano, el 
Congreso tenga el monopolio de la función normativa. Indudablemente que a las Cá­
maras Legislativas les corresponde legislar sobre las materias de la competencia nacio­
nal. Y, en este sentido, del Congreso emana la mayoría de las normas jurídicas. Pero 
nuestra Constitución atribuye también al Ejecutivo Nacional importantes funciones 
normativas, como son ]os poderes extraordinarios en materia económica o financiera, 
las que derivan del decreto de suspensión o restricción de garantías y las que emanan 
del artículo 128 de la Constitución. 

No todos los tratados requieren ser aprobados por ley especial para que tengan 
validez. Aquellos exceptuados por el artículo 128 de la Constitución pueden ser ce­
lebrados por el Ejecutivo Nacional aun cuando modifiquen alguna ley del Congreso. 
El artículo 128 de la Constitución confiere al Ejecutivo Nacional una competencia 
normativa directa y originaria, que quiere ponerse en duda. (Sobre este punto puede 
consultarse el tr~tbajo del Dr. José Guillermo Anclucza publicado en el 1ibro-homcnajc 
a Rafael Caldera denominado "Las ootestades normativas del Presidente de la Repú­
blica", p:igs. 2.025 y siguientes). A- menos que se quiera desconocer la distribución 
constitucional en materia normativa, la afirmación de que sólo el Congreso tiene la 
función de dictar normas jurídicas carece de validez. 

Asimismo se quiere desconocer la potestad que tiene el Presidente de la Repú­
blica para dirigir las relaciones internacionales del país. Sostener, como lo hace el 
Fiscal General de la República, que el representante del Ejecutivo Nacional puede 
decidir, sin instrucciones del Presidente de la República, '\obre la conveniencia de 
imponer nuevas limitaciones a la soberanía del Estado venezolano o a los derechos 
y libertades de los particulares", "no obstante tocia disparicbcl de criterios del Con­
greso o del Jefe del Ejecutivo Nacional", es olvidar que ese representante es un ple­
nipotenciario acreditado ante la Comisión del Acuerdo de Cartagena y que actúa de 
acuerdo con las instrucciones ql!e le imparte el Ejecutivo Nacional. Si no cumple con 
esas instrucciones, el Presidente de la República puede sustituirlo inmediatamente. 

VIII 

En el capítulo III del escrito del Fiscal General de la República se insiste en 
desconocer los poderes que tiene el Presidente de la República en materia internacio­
nal cuando se objeta el procedimiento establecido rn el tratado para el nombramiento 
de los jueces que integran el Tribunal de Justicia del Acuerdo ele Cartagena. El Jefe 
del Ministerio Público observa que el Tribunal "estará integrado por magistrados de­
signados por los representantes plenipotenciarios de los mismos gobiernos, y que las 
ternas que debe presentar Venezuela ser:ín elaboradas por el Ejecutivo Nacional"'. 
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Con esta observación parece insinuarse que la proposición de esas ternas debe corres­
ponder al Consejo de la Judicatura. 

La Constitución de Venezuela no atribuye al Consejo de la Judicatura el nom­
bramiento de los jueces ni menos aun los jueces de un tribunal internacional. Mal 
puede haber a este respecto un vicio de inconstitucionalidad. Además, el Consejo de 
la Judicatura es un órgano que garantiza la independencia de los jueces nacionales 
y nunca puede pretenderse constituirlo en garantía de la independencia de un tribu­
na] internacional. 

Sin embargo, más importante que los argumentos anteriores es el análisis que 
debe hacerse de los poderes presidenciales en materia internacional. Como lo señala 
el tratadista norteamericano Bernard Schwartz, "el poder federal sobre las relaciones 
exteriores es distinto, tanto por su origen como por su carácter esencial, del que tiene 
el Presidente sobre los asuntos interiores, como lo ha expresado la Suprema Corte: 
<Hay diferencias entre ambos y no puede dudarse que esas diferencias son funda­
mentales>··. Más adelante Schwartz califica ese poder presidencial como un poder , 
verdaderamente soberano, que es "inmanente, exclusivo y plenario". (Véase Los po­
deres del gobierno. Vol. II, págs. 121 y 122). Pretender condicionar y hasta negar 
el poder que tiene el Presidente de la República para dirigir la política internacional 
del país en materia del nombramiento de los jueces del Tribunal del Acuerdo de 
Cartagena sería violar expresas disposiciones constitucionales. 

En la proposición de la terna, el Presidente de la República puede tener motiva­
ciones de política internacional que no puede tener ni puede ponderar el Consejo de 
la Judicatura. 

Objeta también el Fiscal General de la República que la Comisión del Acuerdo 
de Cartagena pueda "modificar el número de magistrados del Tribunal, a solicitud de 
éste y por unanimidad" y que en tal sentido "se confiere a los representantes pleni­
potenciarios de los Gobiernos en la Comisión, potestad para reformar una disposición 
fundamental del Tratado, como es la relativa a la integración del Tribunal". En cri­
terio del Fiscal General de la República esa modificación debe ser aprobada por el 
Congreso. 

La Comisión del Acuerdo de Cartagena, como órgano principal, está en capaci­
dad de apreciar mejor cuándo es necesario aumentar el número de los magistrados. 
La circunstancia de que esta modificación está prevista en el propio tratado le quita 
la importancia que el Fiscal General de la República quiere darle al número de ma­
gistrados. No obstante, la propia Comisión puede acordar, cuando apruebe aumentar 
el número de los magistrados, que esta Decisión cumpla con los requisitos exigidos 
por cada país miembro para la incorporación al derecho interno, como lo prevé el 
único aparte del artículo ~ del Tratado. 

IX 

En el capítulo IV del escrito del Fiscal General de la República se insiste en la 
idea de que en virtud del carácter obligatorio de las decisiones de la Comisión la pro­
puesta de modificación del Acuerdo de Cartagena obligaría a las partes a reformarlo. 
De esta premisa se deduce que la nulidad de una Decisión de la Comisión "sólo po­
dría fundarse, en la práctica, en la violación a las disposiciones contenidas en el 
Tratado, que crea el Tribunal de Justicia del Acuerdo, y estas disposiciones no im­
ponen limitaciones sustantivas a la potestad normativa de la Comisión". 

Debe repetirse que el Acuerdo de Cartagena representa, en el orden jurídico 
comunitario, lo que la Constitución es en el derecho interno. es decir, la norma supre­
ma. Las Decisiones de la Comisión y las Resoluciones de la Junta así como los demás 
actos jurídicos comunitarios, son normas jurídicas derivadas del instrumento consti-
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tucional comunitario, que es el Acuerdo de Cartagena. Como normas jurídicas deri­
vadas, tienen que mantener la legalidad formal y sustancial. Cualquier violación a la 
norma suprema está sancionada con la nulidad y esa nulidad sólo puede declararla 
un órgano comunitario, como es el Tribunal del Acuerdo. 

Además, no es cierto que todo acuerdo de la Comisión adopta la forma de 
Decisión. Debe quedar claro que la Decisión es un acto jurídico unilateral en virtud 
del cual un ente internacional, con personalidad jurídica propia, denominado Acuerdo 
de Cartagena, expresa la voluntad comunitaria. La Decisión, pues, es un acto de la 
Comisión y no de los países miembros. 

La propuesta de modificación del Acuerdo de Cartagena emana de la Comisión. 
Pero esa propuesta no es obligatoria para los estados miembros, ya que éstos, para 
poder modificar el acuerdo, tienen que utilizar los mecanismos internacionades para 
la celebración o modificación de los tratados internacionales, como son la negocia­
ción, suscripción, ratificación y depósito. La modificación del Acuerdo de Cartagena 
no resulta de una Decisión de la Comisión sino de un acuerdo de voluntades expre­
sado mediante un tratado internacional. 

El Fiscal General de la República objeta también la sede del Tribunal en la 
ciudad de Quito. Comenta este alto funcionario que los venezolanos, para poder ejer­
cer la acción de nulidad ante el Tribunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena, "de­
berán contar con recursos suficientes para trasladarse a la ciudad indicada. permane­
cer en ella durante el tiempo que requiera el procedimiento y pagar los honorarios de 
los abogados que los asistan". Estas razones contienen objeciones de conveniel)Cia 
acerca de la ubicación del tribunal, pero no razones de constitucionalidad. Estas mis­
mas objeciones podrían formularse a la creación y actual ubicación de la Corte Su­
prema de Justicia de Venezuela. El venezolano que habita en el interior de la Repú­
blica puede alegar que debe contar con recursos suficientes para trasladarse a Caracas 
y para permanecer en ella durante el proceso y para pagar los honorarios profesiona­
les. La verdad es que desde el momento en que la ciencia jurídica inventó la figura 
del mandato o del poder, el mandante o poderdante no tiene que trasladarse de un 
lugar a otro, ni permanecer en él. Lo único que tiene que hacer es pagar los honora­
rios del mandatario o apoderado, a menos que se convenga lo contrario. 

Nada se opone a que los particulares utilicen los tribunales nacionales. previo 
el cumplimiento de los requisitos de la legalización de las firmas, para remitir la de­
manda de nulidad al Tribunal Andino de Justicia, como lo sugiere el Fiscal General de 
la República. Debe recordarse, asimismo, que la figura de los abogados generales está 
prevista en el artículo 7 del Tratado. 

No hay, pues, desigualdad entre los nacionales de los países miembros, ya que 
incluso los nacionales del Ecuador tendrán que contratar abogados para defender sus 
derechos y tendrán que pagar honorarios profesionales. Hay que recordar, además, 
que Quito no es Ecuador, y que en este país hay otras ciudades cuyos habitantes se 
encontrarían en la misma situación que los nacionales de los otros países miembros. 

X 

El Fiscal General de la República objeta la interpretación prejudicial consagrada 
en los artículos 28 y siguientes del Tratado que crea el Tribunal Andino de Justicia. 
En criterio del Jefe del Ministerio Público esta interpretación significa que "el poder 
de decisión que corresponde a la Corte Suprema pasaría a ser ejercido por el Tribu­
nal andino en el vasto dominio atribuido a la competencia normativa de la Comisión, 
pues la facultad para interpretar una norma no es otra cosa, en el proceso judicial, 
que el poder de decidir, con fuerza de verdad legal, cuál es el sentido, inteligencia o 
alcance de la norma en cuestión y, por tanto, su aplicabilidad al caso concreto ... 
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Obligan a la Corte Suprema de Justicia a solicitar del Tribunal del Acuerdo de Car­
tagena la interpretación que deba darse a las normas que les toca aplicar, implica 
situarla en una relación de clara subordinación frente a un órgano judicial comunita­
rio, cuyos integrantes son designados por los representantes plenipotenciarios de los 
Gobiernos de los Países Miembros, y a privarla, al mismo tiempo, de una de las facul­
tades más importantes de la función judicial". 

Las afirmaciones anteriores ameritan que se. precisen los conceptos de interpre­
tación, prejudicialidad y decisión judicial ya que en la argumentación hecha se con­
funden los conceptos de interpretación judicial y de sentencia judicial. 

La interpretación judicial es el proceso intelectual que realiza el Juez a fin de 
determinar el exacto sentido de la norma que debe aplicar y de los hechos que confi­
guran el caso concreto. El J ucz, frente a una situación práctica, se dirige a la norn,a 
jurídica en demanda de una respuesta para resolver el caso concreto, porque la norma 
es un instrumento de trabajo que orienta la conducta del Juez. 

En nuestro derecho la interpretación judicial sólo tiene un valor relativo, pues 
sólo abarca las partes del litigio. Sólo en el caso de las sentencias anuladas en virtud 
de un recurso de casación, el Tribunal Superior se halla obligado a respetar la doc­
trina establecida en la decisión de nuestro máximo tribunal. Nadie ha dicho en Vene­
zuela que el poder de decidir que tienen los tribunales superiores ha pasado de hecho 
a la Corte Suprema de Justicia, no obstante que para aquellos es obligatoria la inter­
pretación dada por la casación. 

La cuestión prejudicial, como lo sostiene Carnelutti, "afirma la procedencia ló­
gica de una cuestión respecto de otra y, por tanto, de un juicio respecto ele otro" 
(Sistema de Derecho Procesal Civil. Tomo IV, pág. 16). En Venezuela existe la ex­
cepción de prejudicialidad que es una defensa "que opone el demandado con el fin 
de obtener la paralización del juicio hasta que sea resuelta definitivamente la cues­
tión que se discute en otros procesos, que deben influir en la decisión de aquél". 
(Angel Francisco Brice, Lecciones de Procedimiento Civil .. Tomo II, pág. 108). Tam­
poco en este caso nadie se ha levantado para denunciar que los jueces han perdido 
su poder de decisión cuando a otro juez compete resolver la cuestión prejudicial. 

- Por último, la decisión judicial, como ¡¿ señala Chiovenda, comprende: 
"a) La determinación o selección de los hechos que se han de juzgar y, por 

ende, que deben ser declarados. 
b) La declaración de estos hechos. 
e) La determinación y la declaración de las normas aplicables" (lnstit11ciones 

de Derecho Procesal Civil, Vol. III, págs. 56-57). 
El juez, en la determinación de la norma aplicable, se rige por el princ1p10 i11ra 

110vit curia, esto es, que tiene libertad para escoger el derecho aplicable. 
Se exagera cuando se afirma que la facultad para interpretar una norma no es 

otra cosa, en el proceso judicial, que el pódcr de decidir. "La facultad de decidir 
comprende la determinación y declaración de los hechos y la aplicación de las nor­
mas a estos hechos. Ciertamente que para aplicar una norma hay que interpretar el 
derecho, así como para declarar y clasificar los hechos, hay también que interpretar 
los hechos. En este aspecto el tribunal andino no puede "calificar los hechos materia 
del proceso", con lo cual se respeta la soberanía de apreciación de los jueces. 

Por otra parte, la decisión judicial comprende la aplicación de una norma a los 
hechos. Y este poder no le está negado al tribunal nacional. El juez nacional puede 
decidir que a los hechos no les es aplicable el derecho comunitario y, por tanto, 
aplica el derecho nacional. 

Históricamente ha habido intentos para obligar a los jueces a seguir una deter­
minada interpretación. Tal es el caso de la casación que constituye una norma ele 
interpretación de la ley. Tal es el caso de las llamadas leyes interpretativas o inter­
pretación auténtica, que es la forma legal de interpretar una norma. Con estos tipos 
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de interpretación lo que se persigue es evitar interpretaciones dispares que en la prác­
tica inducen a aplicar derechos diferentes, no obstante tener la misma fuente, que 
es la ley. 

La interpretación prejudicial persigue -como lo dice el artículo 28 del Trata­
do- asegurar la aplicación uniforme del ordenamiento jurídico del Acuerdo de Car­
tagena· en el territorio de los países miembros. Esta finalidad no puede olvidarse 
cuando nuestro texto constitucional establece, como una de las metas de nuestro 
sistema político, lograr la integración económica. 

XI 

En esta forma, señor Presidente, consideramos que hemos dejado suficientemen­
te explicado el sentido que tiene el Tratado que crea el Tribunal de Justicia del 
Acuerdo de Cartagena. La aprobación de este tratado será una demostración de las 
i.ntcncioncs de V enczucla de continuar en el proceso de integración subregional. 
Cuando el pacto andino pasa por momentos difíciles, la aprobación legislativa puede 
significar mucho y puede clarificar posiciones que fortalezcan esta magnífica expe­
riencia latinoamericana. 

José Guillermo Andueza, 
Ministro de Justicia 




